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El Congreso de la República de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. El artículo 171 quedará así:
Artículo 171. El Senado de la República estará 

integrado por cien miembros elegidos en circuns-
cripción nacional. 

Habrá un número adicional de dos (2) Senado-
res elegidos en circunscripción nacional especial 
por comunidades indígenas. 

Se elegirá un (1) Senador de la República en 
representación de los departamentos de Guai-
nía, Amazonas, Arauca, Casanare, Guaviare, 
Putumayo, Vaupés, Vichada, San Andrés y Pro-
videncia que a partir de la Constitución Política 
de 1991, se erigieron como departamentos. 

Por los afrodescendientes y/o raizales, se ele-
girá igualmente un (1) Senador de la Repúbli-
ca; los cuales se regirán por el Sistema de Cuo-
ciente Electoral. 

Quienes aspiren a postularse en su repre-
sentación, deben ser oriundos de estas regiones 
(departamentos) o haber residido durante los 
últimos diez (10) años de manera continua. 

Los ciudadanos colombianos que se encuentren 
o residan en el exterior podrán sufragar en las elec-
ciones para Senado de la República. 

La Circunscripción Especial para la elección de 
Senadores por las comunidades indígenas se regirá 
por el Sistema de Cuociente Electoral.

Los representantes de las comunidades indíge-
nas que aspiren a integrar el Senado de la Repúbli-
ca, deberán haber ejercido un cargo de autoridad 

tradicional en su respectiva comunidad o haber 
sido líder de una organización indígena, calidad 

-
pectiva organización, refrendado por el Ministro 
de Gobierno. 

Artículo 2°. El presente acto legislativo rige a 
partir de su promulgación y deroga todas las dis-
posiciones que le sean contrarias.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Willy Brandt 
El espíritu del constituyente y los dogmáticos 

de la Asamblea Nacional Constituyente, fue plas-
mar el querer de un sinnúmero de pensadores polí-

social del País, respecto a la esencia misma de la 
democracia participativa de todos aquellos ciuda-
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danos interesados en el bien de la institucionalidad 
y la legitimidad del país. 

Ahora bien, cuando analizamos la importancia 
y determinamos cuál es el verdadero valor por de-
cirlo así del VOTO como equidad social nacional, 
sencillamente concluiríamos que sería mínimo e 
insustancial en razón a que solo estamos logran-
do la mitad de nuestras intenciones, por cuanto 
solo respaldaríamos una parte de la población re-
gional para una de las cámaras legislativas y para 
la otra cámara estamos inutilizados, es decir, los 
votos a nivel del Senado de la República para es-
tas regiones sería inocuo, debido a que lo que se 
realice en una de ellas (iniciativa legislativa), no 
tendría complemento para los siguientes debates, 
por cuanto no hay una representatividad directa 
para con la región, en la cual, solo nos hacemos 
partícipes en un cincuenta por ciento (50%), por 
una razón muy sencilla, la complementariedad le-
gislativa. Nos preguntamos -

Adicionalmente, si para los Afrodescendientes 
y/o Raizales que cuenta con representatividad en 
Cámara de Representantes; por qué no, tener un 
representante en el Senado de la República, que 
dentro de los principios de igualdad, equidad, reci-
procidad y género, sería lo más adecuado y justo, 

adelante la iniciativa que desde el punto de vista 
congresional, se requiere del compromiso directo 
en tratándose de los derechos propios de las comu-
nidades que solo se tienen en cuenta al momento 
de las campañas electorales. 

Es decir, simplemente el voto para Senado no 

-
trario es esencial, por cuanto representa a todos 
aquellos ciudadanos que al sufragar, no les con-
vence los programas o postulados de los aspirantes 
de candidaturas unipersonales o de corporaciones 
públicas, por consiguiente al tener por decirlo así, 
un valor simbólico como contraprestación a los 
compatriotas que todavía siguen convencidos de la 
participación política, aumentaríamos considera-
blemente al caudal de votos en la sumatoria total, 
que es un deber constitucional de todas aquellas 
personas aptas para depositar el voto y participar 
así, en la política tradicional del Estado colombia-
no, venciendo el abstencionismo tan arraigado en 
estas distantes zonas de la geografía nacional. 

Hace unos años, cuando se expidió el código 
constitucional que nos rige CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE COLOMBIA se publicó un ensa-
yo titulado “El Estatuto del Revolcón” en el que 
manifestaron  sobre las bondades 
que por ese entonces se atribuyeron al fruto de las 
deliberaciones de la Asamblea Nacional Constitu-
yente que convocó el Gobierno de César Gaviria 

para dotar al país de una nueva carta de navega-
ción hacia el futuro.

Creo que la experiencia de esta última década 
avala dicho escepticismo, pues la Constitución no 
sólo -
mocracia participativa, que fueron los propósitos 
con que se la alentó, sino que ha generado nuevos 
traumatismos en el discurrir de nuestra sociedad. 

Por supuesto que no es el caso de negarle todo 
mérito ni de hacer la apología de la Constitución 
de 1886 y sus reformas, pues el nuevo ordena-
miento no deja de ofrecer aciertos puntuales, y el 
antiguo, por su parte, requería que se lo actualizara 
en no pocos aspectos básicos. 

Habida consideración de la crisis que estamos 
padeciendo, es difícil decir cuál adolece de fallas 
protuberantes, a cuyo examen y basado en los an-
teriores conceptos de -

-
cuar las representación Senatorial a estas regiones 
y grupos, que piden generosamente sean tenidos 
en cuenta en el Senado de la República. 

Haciendo un análisis minucioso de la presente 

decirlo, en razón a que no crea curules adicionales, 
-

adicionales al recinto de la plenaria para ubicar 

decir, se conserva el número de curules acorde al 
artículo 171 Constitucional, que continuaran los 
ciento dos (102) Senadores y ello no requiere con-
cepto del Ministerio de Hacienda y Crédito Públi-
co, sino al contrario solo demanda voluntad políti-
ca en concordancia con los principios de IGUAL-
DAD, EQUIDAD Y JUSTICIA SOCIAL, tan 
pregonados en los debates altruistas del honorable 
Congreso de la República. Aunado a lo anterior 
los costos serían menores en número de tarjetones 
para el Senado de la República, transporte y otros 

de la Registraduría Nacional del Estado Civil.

La importancia en las democracias de los Par-
lamentos, Congresos o Cámaras Legislativas, así 
como la complejidad de sus funciones y tareas, 
han hecho que en torno a ellas y a sus actividades, 
se haya constituido un conjunto de normas a las 
que se denomina, genéricamente, Derecho Parla-
mentario. 

Desde hace ya varios años el Derecho Parla-
mentario se estudia como un cuerpo autónomo, 
esto es, el conjunto de normas que rigen la orga-
nización y el funcionamiento del órgano colegia-
do que en un Estado desarrolla la función legis-
lativa, órgano que generalmente se conoce como 
Parlamento. 

Según el profesor LEÓN MARTÍNEZ-ELIPE1, 

1 León Martínez-Elipe, Ob. Cit., página 438. 
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-

-

fuentes del Derecho Parlamentario, “a efectos pu-
ramente didácticos”, así: 

• Fuentes escritas, como las normas constitu-
cionales, leyes, reglamentos de las Cámaras, etc., 
y fuentes no escritas como los usos, prácticas y 
costumbres parlamentarias. 

• Fuentes directas, como los reglamentos par-
lamentarios, y fuentes indirectas como la jurispru-
dencia constitucional.

• Fuentes autónomas, como los usos, prácticas, 
resoluciones presidenciales, reglamentos parla-
mentarios, etc. 

• Fuentes heterónomas, como los estatutos de 
los partidos políticos o la jurisprudencia constitu-
cional. 

• Fuentes mixtas, como, por ejemplo, los esta-
tutos de grupos parlamentarios que “en parte son 
fuentes autónomas, si se considera a los grupos 
como órganos de la institución parlamentaria y en 
cierto modo son heterónomas, habida cuenta de la 
vinculación de estos con sus partidos políticos2.

El Derecho Parlamentario tiene sus propios 
principios que orientan el ejercicio y la aplicación 
particular de sus normas. Estos pueden catalogarse 
en principios sustantivos, es decir, los que tienen 
relación estrecha con su razón mínima de ser; y 
adjetivos o procedimentales, los que orientan su 
forma. 

Principios Sustantivos 
• Principio de Representación. 
• Principio de Libertad. 
• Principio de Igualdad. 
• Principio de información.

A raíz del enorme número de ciudadanos en los 
Estados actuales que hace virtualmente imposible 
no solo su asistencia personal a las deliberaciones, 

tomar decisiones con la presencia y asistencia de 
todos, se acepta en virtud de este principio, que los 
miembros del estado democrático son representa-
dos en el parlamento por unos pocos, elegidos o 
2 León Martínez-Elipe, Ob. Cit., página 439. 

escogidos por ellos. Esta representación es la base 
del funcionamiento y origen del poder de los par-
lamentos. 

Los miembros de cualquier parlamento, están 
legitimados por un poder político al cual repre-
sentan, y en consecuencia no actúan por, ni para 
sí mismos sino a nombre y favor de otros, sus re-
presentados; en este sentido la doctrina distingue 
entre los países donde se aplica el principio de so-
beranía nacional, en virtud de la cual los miembros 
del Parlamento representan la Nación, y los países 
donde se aplica el principio de soberanía popular, 
en los cuales los miembros del parlamento repre-
sentan a sus electores. En todo caso, en uno y en 
otros se acepta que las acciones y decisiones del 
representante, producen efectos jurídicos vincu-
lantes para la comunidad de la cual sus electores 
hacen parte. 

El parlamento y los parlamentarios tienen la ca-
pacidad de ejercer sus funciones constitucionales 
con plena autonomía frente a las otras ramas del 
poder o grupos de presión de la sociedad civil.

Al respecto cito a la jurista chilena LORENA 
BROWN C., quien en su tesis laureada para postu-
lar al grado de Licenciada en Ciencias Jurídicas y 
Sociales de la Universidad de Chile3, expuso: 

-

-

-
-

-

-

Heredero de la Revolución Francesa; fue apli-
cado por los diputados que suprimió los llamados 
Estados Generales en los cuales votaban por sepa-
rado y con voto de diferente Valor. En virtud del 
principio de igualdad, en el Parlamento, todos los 
parlamentarios son iguales y en el desempeño de 
sus funciones tiene exactamente los mismos dere-
chos y obligaciones.

Este principio, llamado también de publicidad, 
es fundamental en el Derecho Parlamentario mo-

3 BROWN CONTRARAS, L. Derecho Parlamentario en 
Chile. Santiago de Chile, 2004. En www.cybertesis.cl
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del Parlamento, así como la corporación misma, 
tenga posibilidades reales de informarse e infor-
mar; se predica, de una parte, como la capacidad 
de obtener cualquier información de las otras Ra-
mas del Poder Público, o de los particulares, con 
las excepciones que se originan en la protección 
del Estado; y de otra parte como la posibilidad y 
facilidad de comunicar los textos de sus trabajos, 
proyectos de ley, actos legislativos, resoluciones, 
consultas, etc. Tiene una manifestación a nivel in-
terno que consiste en el derecho de cada uno de los 
parlamentarios a conocer el trabajo de sus pares 
mediante las publicaciones de los proyectos, infor-
mes, Orden del Día, ponencias, así como a pregun-
tar e interpelar, a acceder a los documentos, archi-
vos y bibliotecas, y a tener cada parlamentario el 
acceso garantizado a los medios electrónicos. 

El principio de información opera en la práctica 
en doble vía: Por un lado, asegura el derecho del 
parlamentario o congresista de estar enterado de 
la información estatal; y por otro lado, establece 
para este, la obligación de informar a sus represen-
tados y a la ciudadanía acerca de sus actuaciones 
y, en general, las informaciones que estos deban 
conocer.

Los adjetivos son palabras que expresan cuali-
dades y estados. Los adjetivos aparecen en el mis-
mo género y número que el sustantivo al que se 

• Principio de orden.
• Principio de decisiones mayoritarias.

En virtud de este principio, el Parlamento re-
quiere una organización tanto estructural como de 
sus procedimientos, para lograr adecuadamente 

Parlamentos eligen unas Directivas que orientan 
su trabajo, el cual dividen por temas asignándo-
los a diferentes Comisiones que se especializan en 
estos; en materia de procedimientos, no se conci-
be un Parlamento sin una reglamentación interna 
que permita establecer los pasos o trámites que se 
deben seguir en las sesiones, la forma como un 

-
ciones, etc. 

Los Parlamentos adoptan los actos propios de 
sus funciones y competencias con efectos jurídi-
cos vinculantes, aceptando rigurosamente el pun-
to de vista de las mayorías, aunque en virtud del 
principio de igualdad ya mencionada, se respeta 
el derecho de las minorías a intervenir, interpelar 
y votar. Incluso las minorías pueden tener enorme 
poder en algunos eventos como cuando las normas 
exigen unanimidad. 

La constitucionalizació
El constitucionalismo moderno ha sufrido nu-

merosas vicisitudes. En su ya célebre Teoría de 
la Constitución, el profesor Lowenstein señalaba 
que al entusiasmo que en un principio suscitaron 
las constituciones liberales y, después, las de corte 

-
caba como de pérdida de prestigio y desvaloriza-
ción funcional de los ordenamientos básicos de las 
comunidades estatales.

Ambos fenómenos podían apreciarse nítida-
mente en los últimos años de vigencia de la Cons-
titución de 1886 y sus reformas. En efecto, la faci-
lidad con que esta cayó por obra de un Decreto de 
Estado de Sitio, se explica porque nadie estaba in-
teresado en defenderla, vale decir, porque ya no se 
creía en su capacidad para ordenar adecuadamente 
la vida política colombiana y resolver sus graves 

-
bían afrontarse mediante soluciones constitucio-
nales que, como alguno observó, contribuyeron a 
desbloquear nuestra sociedad. 

Los promotores y los intérpretes de la Cons-
titución consideran que esta contiene el diseño 
de la sociedad ideal y, a la vez, el vehículo o los 
medios para realizarla. De ahí que a su caracteri-
zación en principio trivial como “norma de nor-
mas” que consagra su artículo 4°, se le haya dado 
un amplísimo alcance, según el cual ella agota 
el universo jurídico. La ley, los reglamentos, las 
sentencias y, en general, toda producción jurídica, 
será entonces complemento y desarrollo de lo que 
la normatividad fundamental contenga, así sea en 
agraz. De cierta manera, esos desarrollos podrían 

reguladora, parece bastante a sí misma. -

La crisis que lleva años y ostenta diversas face-
-

co, la subversión, la apatía electoral, la desintegra-
ción de los partidos tradicionales, la impunidad, 

-

del cual deben examinarse todos estos ingredien-

que experimentamos para remediar la pobreza y 
las desigualdades. 

De este modo, a la Constitución no sólo se le 
asignó el papel de reguladora del poder y último 
referente de los derechos, sino muchísimo más 

servir de receptáculo de los sueños colectivos. En 
otros términos, además de los roles políticos y ju-
rídico que le son propios, se ha considerado que 
le corresponde uno onírico, muy vinculado con 
una concepción mágica del derecho, es decir, con 
el fetichismo constitucional. 

-
. 

La Constitución es ante todo un ordenamiento 
del poder político. De ahí que se considerase como 
temas fundamentales suyos las reglas de adjudica-
ción del poder, su distribución entre distintos titu-
lares, las competencias y procedimientos de cada 
uno de ellos, sus relaciones recíprocas, sus limita-
ciones, sus controles y sus responsabilidades. 
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-
geniería constitucional. También podría hablarse 
de una arquitectura constitucional. La primera se 
aplica a ponderar y distribuir las fuerzas políticas. 

Pues bien, esos antiguos creían que tales co-
metidos eran propios de la sabiduría divina o, al 

técnica de los modernos cree, en cambio, que el 
asunto es propio de los politólogos y demás espe-

El constitucionalismo demo liberal, teñido últi-
mamente de coloración social, pone énfasis en el 
origen democrático del poder, la separación de las 
ramas y órganos del mismo, su colaboración armó-
nica en la búsqueda de los propósitos del Estado, 
y la necesidad de articular la unidad política que 
aquel proyecta, con las aspiraciones autonómicas 
de las comunidades regionales y locales que lo in-
tegran.

La Constitución Política ha dividido opiniones 
a favor y en contra por eso resulta pertinente hacer 
una breve síntesis de los temas más polémicos: 

1. El Estado Social de Derecho que debe pres-
tar servicios públicos y subsidiar a los menos fa-
vorecidos, frente a una política neoliberal de libre 
competencia en esta materia de servicios públicos.

2. La soberanía popular, que implica el control 
de los electores sobre los elegidos y la participa-
ción en decisiones políticas y administrativas, 
frente a una ley estatutaria que ha hecho difícil 
que se revoquen mandatos de los elegidos y que ha 
bloqueado la participación de la ciudadanía en las 
decisiones públicas. 

3. La supremacía de la constitución, la inexe-
quibilidad de leyes, la protección de los derechos, 
son temas que se han consolidado, con excepción 
de la supremacía de los tratados públicos. 

4. La primacía de los derechos de las personas, 
con establecimiento de una carta que los compren-
de, y la tutela como procedimiento de protección 

-
cacia para el ciudadano común. 

5. La diversidad cultural en la cual se ha reco-
nocido la existencia de distintos grupos étnicos y 
se ha avanzado en la protección de su cultura y sus 
costumbres; sin embargo, no se han tenido pleno 
desarrollo legal los territorios y las jurisdicciones 
indígenas. 

6. El diseño del sistema político en el que se 
redujo el poder presidencial y se asignaron más 
funciones al Congreso bajo el supuesto de que el 
régimen de inhabilidades e incompatibilidades y 

-
gano. Hoy los presidentes se quejan por falta de 
facultades y el Congreso tiene los mismos o peores 
vicios. 

7. La organización territorial se estructuró como 
un paso hacia la federalización, dándole autono-
mía a entidades territoriales; pero en la práctica, la 

mayoría de ellas se encuentra sumida en una grave 

8. El régimen económico dio autonomía al Ban-
co de la República y le atribuyó la dirección de la 
economía del Estado; pero los críticos sostienen 
que no hay claridad en la distribución de funcio-
nes entre el banco y el gobierno, y que no hay una 
dirección coherente. 

9. De las reformas constitucionales que pueden 
realizarse por distintas vías (acto legislativo, re-
feréndum y asamblea constituyente), solo se han 
efectuado por acto legislativo más de diez refor-
mas; así, muestran una cierta inestabilidad de la 
Constitución; ninguna ha sido posible hacerla por 
otro medio en el que pueda participar directamente 
la ciudadanía. 

10. Por último la Constitución se presentó como 
una fórmula de paz para incorporar los grupos ar-
mados al sistema político. 

La paz no se ha alcanzado y grupos insurgen-
tes como la Farc y ELN permanecen subvirtiendo 
contra el Estado. 

El tema más delicado e inmediato es el rediseño 
del sistema político, en especial las relaciones del 
ejecutivo con el legislativo y la corrección de los 
vicios del Congreso, que es el órgano encargado 
de desarrollar la Constitución y ejercer control po-
lítico sobre el gobierno y la administración. 

-
nes críticas sobre la Constitución; para ello toma 
como punto de referencia la Constitución anterior 
de 1886, para demostrar que la norma vigente hace 
ingobernable el país y es necesaria una profunda 
revisión de las estructuras del Estado.

Marco Gerardo Monroy Cabra ha hecho un de-
tenido estudio del control de constitucionalidad de 
los tratados; describe su evolución jurisprudencial 
antes y después de la expedición de la Constitu-
ción vigente; por último demuestra que la supre-
macía de los tratados públicos se preserva en el 
régimen actual. 

En materia de protección de derechos, Óscar 
José Dueñas Ruiz y Beatriz Londoño hacen un 
completo análisis de las acciones de tutela y de 
cumplimiento, respectivamente, con indicación de 
la jurisprudencia correspondiente. 

Con otro enfoque, Andrés Fernando Da Costa 
Herrera analiza las sentencias de constitucionali-
dad condicionada y sus efectos en el derecho labo-
ral, para concluir que la Constitución ha dado a la 
disciplina un nuevo énfasis, más garantista. 

Ernesto Saa Velasco presenta un sugestivo ar-
tículo sobre la Corte Constitucional y el gobierno 
de los jueces, en donde concluye que la función de 
aquella es básicamente política. Otro análisis sobre 
el mismo órgano realiza Javier Tobo Rodríguez, 
desde la perspectiva histórica y las tendencias en 
el derecho comparado. También Álvaro Echeverry 
Uruburu realiza una evaluación del control cons-
titucional en Colombia para destacar la tendencia 
“vicaria” de la Corte Constitucional y el desarrollo 
del concepto de Estado Social de Derecho. 
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Miguel Malagón Pinzón explica el comporta-
miento de los grupos de interés; señala que su in-
cidencia en la función legislativa se remonta a la 
época de la Colonia y desarrolla la evolución his-

actividad podría haber sido regulada y encausada 
debidamente desde épocas anteriores. 

Jaime Vidal Perdomo se ocupa del sistema pre-
sidencial y de los pocos elementos del sistema 
parlamentario que le fueron introducidos en 1991; 

-
bios sustanciales desde la Constitución de 1886.

a la política criminal, sus elementos y la incidencia 
de la globalización en el derecho penal. 

Héctor Enrique Quiroga Cubillos estudia el 

de las diferentes jurisdicciones y critica el trata-
miento que la Constitución le dio a esta materia. 
Eduardo Burbano Torres se pregunta si el nuevo 
orden constitucional ha logrado constituir la admi-
nistración de justicia por parte de los particulares 

-

y la conciliación en el contexto del Estado Social 
de Derecho. 

la plenitud hermética del ordenamiento jurídico. 
Pero aquí esa cualidad no tiene que ver con lo im-
penetrable o cerrado aún de cosas inmateriales que 
registra el Diccionario de la Real Academia en la 
cuarta acepción de la palabra, sino con la sabiduría 
oculta de Hermes Trimegisto. 

En efecto, el universo constitucional es abierto, 

ensancharse o cerrarse de acuerdo con pautas ocul-
tas que escapan a la comprensión de las mentes 
ordinarias. Así mismo, la ilación de sus proposi-
ciones obedece a lógicas inusitadas cuyos procedi-
mientos no operan siempre del mismo modo. 

De esta forma los inminentes doctrinantes, 
-

tos de consulta e investigación sobre la equidad, 
igualdad y justicia social, pero conocedores de los 
temas sensibles de índoles territorial muy poco, es 
decir, hacer presencia, patria o conocer en detalles 
las necesidades propias de regiones que por su ubi-

las necesidades que ello representa son enormes, 
por no decir prioritarias debido a que cuando se 
toman decisiones propias en el Legislativo en co-
adyuvancia con el Ejecutivo, no son equitativas, ni 
justas, es como decía Simón Bolívar en su época 
“es como arar en el mar”, ante el cúmulo de penu-
rias de aquellos colombianos que sí hacen patria 
en los límites del territorio nacional, concluiría-
mos que los principios constitucionales serían una 
falacia social.

Hoy día analizando el sinnúmero de normas que 
sanciona el Gobierno Nacional, observamos que 
para regiones que antes de la Constitución de 1991 
se conocían como la  o -

así como 
 son pocas; en comparación con otros 

VOTOS sí invierten cuantiosos recursos en desa-

que tienen un mandato numeroso en la Cámaras 
Legislativas (Senado y Cámara de Representan-
tes).

en el estudio JUSTO de la Constitución de 1991, 
ofreciendo distintos análisis desde los más diver-
sos puntos de vista. Estimamos que así, día a día, 
vamos construyendo la Constitución, como orden 
vivo y dinámico de una sociedad con agudos y 

Con la elección de un (1) Senador de la Repú-
blica regional y un (1) Senador de la República 
en representación de los afrodescendientes y/o rai-
zales, estaríamos cumpliendo una de las esencias 
propias del espíritu del Constituyente primario que 

-

la 
-

-
-

subrayado y negri-
lla fuera de texto.

Nuestra Constitución Política consta de 380 
artículos permanentes, 60 transitorios, una fe de 
erratas con literales que van desde la a) hasta la 
m), una relación de 19 artículos, parágrafos e inci-

de la Secretaría General de la Asamblea Nacional 
Constituyente. 

Es, una de las constituciones más extensas que 
hay en el mundo, y, con sus agregados, quizás la 
más exótica. Ello, sin mencionar las extrañas adi-
ciones que le ha hecho la Corte Constitucional so-

-
lidad y de la noción de cosa juzgada constitucional. 

Se dice que todo ese contenido ubica en la 
misma posición en la cúspide del ordenamiento, 

exacta, dado que como guías de ese conjunto nor-
mativo se reconocen los principios y valores de la 
Constitución. 

Pero, 
-

-
-

 
De ahí que la Constitución sea susceptibles 

de lecturas liberales, conservadoras, socialistas, 
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neoliberales, populistas y hasta gnósticas. Lo úni-
co que aparentemente excluye es la posibilidad 
de una lectura católica, pues ello pugnaría con el 
voto que le dieron los asambleístas protestantes o, 
como ahora se llaman, cristianos, sin los cuales no 
habría sido posible reunir las mayorías requeridas 

con la evolución misma de la sociedad y las nece-
sidades propias regionales insatisfechas. 

Se sigue de ahí que cada estructura del aparato 
estatal debe diseñarse para que las funciones que 
se le asignen se realicen de modo satisfactorio y se 
integren adecuadamente dentro del conjunto gene-
ral.

°
-
-

-
-

°

-
-

-

°
-

-

-
-

-

-

-

-
-

-

-
-

-

-

-

 

-

-
-
-
-

-

 Subrayado 
fuera de texto.

El Congreso de la República está integrado por 
el Senado y la Cámara de Representantes y sus 
miembros representan al pueblo”4. Es decir, que 

4  Ley 5ª de 1992, artículo 7º.
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nuestro país acoge el modelo de “soberanía popu-
lar” y no el de “soberanía nacional”. 

-
meralismo, la Corte Constitucional ha dicho lo si-
guiente: 

-
-

-

-

-

-

° -

-

-

 (Corte 
Constitucional, Sentencia C-866 de 2004 M. P. 
Rodrigo Escobar Gil, que reitera la jurisprudencia 
establecida en la Sentencia C-759 de 2004 M. P. 
Marco Gerardo Monroy Cabra). 

Así mismo, en fallo C-369 de 2002 sostuvo 
esta Corporación: 

-
-

-

El artículo 171 de la Constitución dispone que: 

-

El artículo 176 de la Constitución Política esta-
blece que: 

-

-

-
-

-

5

• 161 en circunscripción territorial (Departa-
mentos y Distrito Capital de Bogotá). 

• 2 en circunscripción de comunidades negras. 
• 1 en circunscripción de comunidades indígenas. 
• 1 en circunscripción de minorías políticas. 
• 1 en circunscripción internacional. 
La Corte Constitucional en sentencia ya cita-

da, C-759 de 2004, M. P. Marco Gerardo Mon-

territorial en la Cámara de Representantes, en los 
siguientes términos: 

-
-

-

-
-
-

 

-

-
-

-

-

-
5  C. P., artículo 176.
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-

-
-

-

Circunscripciones especiales
La Constitución Política de 1991, considerando, 

sin duda, la diversidad étnica y cultural de la Na-
ción colombiana, creó para las comunidades indí-
genas y afrodescendientes mecanismos especiales 
que les permitieran tener representación efectiva 
en el Congreso; también, con el objeto de asegurar 
representación parlamentaria a los grupos políti-
cos minoritarios, y a los colombianos residentes 
en el exterior, asignó un escaño para cada uno de 
estos grupos en la Cámara de Representantes. Dice 
así el artículo 176 superior:

“La ley podrá establecer una circunscripción 
especial para asegurar la participación en la Cá-
mara de Representantes de los grupos étnicos y de 
las minorías políticas”.

“Mediante esa circunscripción se podrán elegir 
hasta cuatro representantes”.

 “Para los colombianos residentes en el exterior 
existirá una circunscripción internacional median-
te la cual se elegirá un representante a la Cámara. 
En ella, solo se contabilizarán los votos deposita-
dos fuera del territorio nacional por ciudadanos re-
sidentes en el exterior”.

Esta norma constitucional ha sido desarrollada 
por el Congreso de la República mediante la Ley 
649 de 2001 “por la cual se reglamenta el artículo 
176 de la Constitución Política de Colombia”, la 
cual determinó que en la Cámara de Representan-
tes estén dos curules para las comunidades negras, 
una para las comunidades indígenas, una para las 
minorías políticas y una para colombianos resi-
dentes en el exterior. Precisó esta ley lo siguiente: 

“ °
-
-

-

Esta circunscripción constará de cinco (5) curu-
les distribuidas así: dos (2) para las comunidades 
negras, una, (1) para las comunidades indígenas, 
una (1) para las minorías políticas y una (1) para 
los colombianos residentes en el exterior”. 

Mecanismo de participación ciuda-
dana que el pueblo de una Nación puede y debe 
utilizar para ejercer el derecho al sufragio. Un de-
recho o deber ciudadano participando activamen-

te en las votaciones que se realicen en desarrollo 
de las consultas populares de los partidos y mo-
vimientos políticos; en la elección de autoridades 
y representantes del pueblo en las corporaciones 
públicas, así como a participar en las votaciones 
populares que se convoquen en desarrollo de los 
mecanismos de participación ciudadana. 

Es ante todo, un acto personal y de voluntad po-
lítica; además, de participativo y democrático. El 
voto puede tener diferentes variantes:

• Público. 
• Verbal. 
• Secreto. 
• Escrito. 
• Gestual (Por medio de ademán, golpe en la 

mesa, de pie, elevar la mano, etc.).
La Constitución Política de Colombia establece 

que las votaciones que tengan carácter de elección 
popular deben realizarse en forma secreta y si-
guiendo algunas indicaciones plasmadas en la Ley 
163 de 1994 y Decreto número 2241 de 1986: 

• Realizar el derecho al sufragio en un cubículo 
individual, instalado al lado de la mesa de votación 
correspondiente. 

• Se debe marcar un tarjetón, que tendrá carac-
terísticas especiales para brindar seguridad al elec-

• Facilitar los elementos necesarios para ejercer 
el deber y derecho Constitucional. 

• Contar con las garantías necesarias de seguri-
dad, transparencia y privacidad. 

• Facilitar los instructivos logísticos e informa-

los candidatos. 
Entendida la democracia desde el punto de vista 

formal, como un gobierno en el cual los destinata-
rios de las normas, son los mismos que la produ-
cen, entonces las decisiones colectivas son toma-
das por los propios miembros de la comunidad, ha 
de aceptarse que la participación de los ciudadanos 
en la toma de estas decisiones es elemento funda-
mental, sin el cual no puede concebirse la existen-
cia de dicho sistema. 

Para mayor comprensión de las motivaciones 
que nos indujeron a presentar el Acto Legislativo, 
tiene su origen en las estadísticas de resultados 
emanadas por la autoridad competente como es la 
Registraduría Nacional del Estado Civil, para las 

-

-
cio de los pueblos que con tanta vocación requiere 
y así cumplir uno de los sueños de constituciona-

de constitución referido en su conjunto de normas 
que, además de estructurar el poder político, pre-
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supone un fundamento constitucional en la igual-
dad de los derechos y la democracia pura. Tal 
como lo expresa el profesor Rodrigo Uprimny, 

“es un texto lleno de promesas de derechos y 
bienestar para todos”, que se centra en una voca-
ción transformadora que es común de buena parte 
del constitucionalismo latinoamericano reciente 

-
-

-
ny que 

-
 es la voluntad política,  

por cuanto hoy en cierta forma, Colombia es 
-

.
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Frente al análisis porcentual de la población 
total votante en la actualidad (año 2012) vale la 
pena determinar que el número total de personas 
aptas, correspondería no solo a un (1) Senador de 
la República, sino a varios por la proporción de las 
habilitadas para sufragar. Es decir, del total global 
escasamente llegaríamos a un límite de 777.641 y 
un nivel de abstencionismo para estas regiones en 
promedio del 52%, estaríamos sobre un mínimo de 
323.910 votos, teniendo en cuenta los votos nulos, 
en blanco, no marcados y el número de candidatos; 
se elegiría un Senador de la República con apro-
ximadamente 55.000/60.000 votos. Si observa-
mos detenidamente uno de los últimos Senadores 

electos en el año 2010, está ejerciendo su dignidad 
con 10.188 votos... ¿

 
-

 Y si hablamos de legitimidad frente al 
voto, más amplio seria el capítulo de la representa-
ción regional en el Senado de la República, per se 
a los principios constitucionales vigentes. 

Analizando detenidamente las estadísticas 
previstas en la Registraduría Nacional, hay ma-

presente iniciativa conlleva, en razón a las po-
sibilidades reales no solamente de estas regio-
nes, sino también de los afrodescendientes y/o 

número de votos que para el caso en particular 
encontramos.

Las reglas para elegir los representantes a la 
Cámara por la circunscripción de negritudes han 
convertido este derecho de la minoría afrocolom-
biana en un proceso poco participativo. 

Para las elecciones del año 2006, más de 60 
candidatos sin partido que participan en las elec-
ciones, aspirantes mestizos que pueden acceder 
a curules reservadas para comunidades negras y 
congresistas elegidos con solo tres mil votos, son 
algunas de las particulares situaciones que permite 
la ley que regula la elección de los dos represen-
tantes de la circunscripción especial para negritu-
des sea revisada.

La Constitución de 1991 reservó cuatro cu-
rules en la Cámara de Representantes para que 
las minorías étnicas tuvieran una representa-
ción obligatoria dentro del Congreso de la Re-
pública. Desde entonces el Congreso legisló en 
varias ocasiones para fijar las reglas de juego 
de la elección de los representantes de las co-
munidades negras. 

En la actualidad, la ley entrega dos (2) curules 
para las comunidades afro y establece que los can-
didatos no pueden postularse por ningún partido 
político. Deben hacerlo avalados por una organi-
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zación de afrocolombianos registrada ante el Mi-
nisterio del Interior. El movimiento que gana una 
curul se convierte en partido político con plenos 
derechos, pero si el congresista quiere reelegirse 
debe postularse nuevamente por una organización 
de afrocolombianos y no por su partido. La ley no 
describe estrictamente si los candidatos a la curul 
de la circunscripción o los miembros de los parti-
dos afro deben ser de raza negra.

Antecedentes circunscripción electoral ne-

De conformidad con el artículo 176 de la Cons-
titución Política, se establece que habrá una Cir-
cunscripción Nacional Especial para asegurar la 
participación en la Cámara de Representantes de 
los grupos étnicos, las minorías políticas y los co-
lombianos residentes en el exterior. Para garantizar 
dicha participación la Ley 649 de 2001, establece 
que esta circunscripción constará de cinco (5) cu-
rules distribuidas así: dos (2) para las comunidades 
negras, una (1) para las comunidades indígenas, 
una (1) para las minorías políticas y una (1) para 
los colombianos residentes en el exterior. 

El artículo 3° de la Ley 649 de 2001, estable-
ce que los candidatos de las comunidades negras 
“para ser elegidos a la Cámara de Representan-
tes por esta circunscripción especial, deberán ser 
miembros de la respectiva comunidad y avalados 
previamente por una organización inscrita ante la 
Dirección de Asuntos de Comunidades Negras del 
Ministerio del Interior”. 

Según estos resultados, el número de votos que 
se requiere para salir elegido por esta circunscrip-
ción afro es bastante bajo. Lo anterior ha generado 
un incentivo equivocado por cuanto ha llevado a que 
muchas personas que sin tener un vínculo real con 
las comunidades negras busquen un aval por una 
organización afrocolombiana para poder competir 
por estas dos curules, ante la falta de una reglamen-
tación adecuada por parte del Gobierno Nacional.

Las reglas han creado una situación en la que 
hay decenas de organizaciones afrocolombianas 
que compiten por las dos curules. En 2006, 23 
movimientos con 69 candidatos se repartieron los 
electores. Los elegidos fueron María Isabel Urru-
tia Ocoró con 7.751 votos y Silfredo Morales Alta-
mar con solo 3.100. La votación total de todos los 
movimientos apenas llegó a 84.000.

En la medida en que “la ley no describa estric-
tamente si los candidatos a la curul de la circuns-
cripción o los miembros de los partidos afro deben 
ser de raza negra... las reglas han creado una si-

tuación en la que hay decenas de organizaciones 
afrocolombianas que compiten por las dos curules. 

De esta manera lo que ha venido pasando en 
el campo de las organizaciones afrocolombianas 

el surgimiento de numerosos grupos que terminan 
avalando personas que no tienen relación con los 
intereses de las comunidades afrocolombianas.

Las elecciones de 2010 los candidatos que sa-
lieron electos fueron:

 
Los resultados de 2010 corroboran las tendencias 

impensables respecto al número de votos que se men-
cionaron antes con respecto al año 2006. Los dos Re-
presentantes a la Cámara elegidos por la circunscrip-
ción de negritudes son el Representante Yahír Acuña 
Cardales y Heriberto Arrechea Banguera, debido al 
inestable porcentaje que puede estar superando el 
500% por ciento, cifra bastante elevada, es una de 
las razones debido a la ausencia de políticas claras 
para reglamentar estos procesos y que con el presente 
lograríamos no solo organizarlos, sino dar el viraje 
a las políticas regionales de manera cierta, precisa 

para nuestros compatriotas que igual que todos los 
colombianos clamamos igualdad de derechos, ante lo 

acceder a una curul senatorial. 
No deseamos culminar el presente, sin antes re-

cordar el artículo 2° de nuestra Carta Magna 

-

-

 subrayado y negrilla fuera de texto.

• Introducción al Derecho Parlamentario Co-
lombiano Ardila Ballesteros, Carlos. 

• Constitución Política de Colombia 1991. Co-
mentada  Pérez Villa, Jorge. 

• Constitución Política de Colombia 1982 Ja-
vier Henao Hidrón. 

• Historia Constitucional de Colombia 1510-
1978 Rivadeneira Vargas, Antonio José. 

• Página web Registraduría Nacional del Estado 
Civil. 

• Misión Observación Electoral MOE
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SENADO DE LA REPÚBLICA
SECRETARÍA GENERAL

Tramitación Leyes
Bogotá, D. C., 21 de noviembre de 2012
Señor Presidente:

-
to de Acto Legislativo número 15 de 2012 Senado, 

-

me permito pasar 
a su Despacho el expediente de la mencionada ini-
ciativa que fue presentada en el día de hoy ante Se-
cretaría General por los Senadores 

y otros. La 
materia de que trata el mencionado proyecto de 
acto legislativo es competencia de la Comisión 
Primera Constitucional Permanente, de conformi-
dad con las disposiciones reglamentarias y de ley.

El Secretario General,

PRESIDENCIA DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 21 de noviembre de 2012
De conformidad con el informe de Secretaría 

General, dese por repartido el proyecto de acto le-
gislativo de la referencia a la Comisión Primera 
Constitucional y envíese copia del mismo a la Im-

la .
Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la Re-

pública,

El Secretario General del honorable Senado de 
la República,

P R O Y E C T O S   D E   L E Y

PROYECTO DE LEY NÚMERO 166 DE 2012 
SENADO

  

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. 
 Créase la Unidad Administra-

tiva Especial denominada Agencia Nacional de 
Seguridad Vial –ANSV–, entidad descentralizada, 
del orden nacional, que forma parte de la Rama 
Ejecutiva, con personería jurídica, autonomía ad-

-
crita al Ministerio de Transporte.

Artículo 2º. . La Agencia Nacional de 
Seguridad Vial –ANSV–, tendrá como objeto ser 
el soporte interinstitucional y de coordinación para 
la ejecución, seguimiento y control de las políti-
cas, estrategias, planes y acciones dirigidos a dar 
cumplimiento a las políticas de seguridad vial, de-

el fortalecimiento en la planeación y gestión de la 
seguridad vial en el país. 

Parágrafo. Para efecto de la presente ley, en-
tiéndase por seguridad vial el conjunto de medidas 

y disposiciones dirigidas a disminuir el riesgo de 
muerte o de lesión a la integridad física de las per-
sonas en el tránsito y transporte terrestre. Medi-
das que intervienen los factores que contribuyen 

vía y equipamiento vial, el mantenimiento de las 

el diseño de vehículos y los elementos de protec-
ción activa y pasiva, la inspección vehicular, la 
formación de conductores y los reglamentos de 
conductores, la educación e información de los 
usuarios de las vías, la supervisión policial y las 
sanciones, la gestión institucional hasta la aten-
ción a las víctimas.

Artículo 3º. Domicilio. La Agencia Nacional de 
Seguridad Vial –ANSV– tendrá como domicilio 
principal la ciudad de Bogotá, D. C. 

Artículo 4º. . El patrimonio de la 
Agencia Nacional de Seguridad Vial –ANSV– es-
tará constituido por: 

1. Las partidas que se le asignen dentro del Pre-
supuesto General de la Nación. 

2. Los recursos que reciba a título de donacio-
nes, legados y asignaciones de personas naturales 
o jurídicas nacionales o extranjeras, gobiernos o 
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entidades gubernamentales extranjeros, organis-
mos internacionales u organizaciones de cualquier 
naturaleza local, nacional o internacional. 

3. Los recursos que a través de convenios se 
reciban de entidades públicas o privadas para el 
desarrollo de los programas de la Agencia o su 
funcionamiento. 

4. Los bienes que la Agencia adquiera a cual-
quier título. 

5. Los aportes y donaciones producto de alian-
zas con terceros para el desarrollo de su objeto so-
cial y actividades complementarias o conexas con 
el mismo.

6. El cinco por ciento (5%) anual de los recur-

y Accidentes de Tránsito –ECAT–.
Las compañías aseguradoras que operan el 

seguro obligatorio de daños corporales causados 
a las personas en accidentes de tránsito - SOAT, 
destinarán anualmente el dos por ciento (2%) de 
las primas que recauden a la Agencia Nacional de 
Seguridad Vial y el uno por ciento (1%) anual al 
fondo administrado por ellas. 

7. Y otras que el Gobierno Nacional determine.
Artículo 5º. . La Agencia Nacional 

de Seguridad Vial –ANSV– ejercerá las siguientes 
funciones:

a) Ser el soporte interinstitucional y de coordi-
nación para la ejecución, seguimiento y control de 
las políticas, estrategias, planes y acciones dirigi-
dos a dar cumplimiento a las políticas de seguridad 

para el fortalecimiento en la planeación y gestión 
de la seguridad vial en el país;

b) Proponer al Gobierno Nacional, planes, pro-
gramas y proyectos en materia de seguridad vial y 
garantizar su ejecución;

c) Liderar la puesta en marcha y velar por el 
funcionamiento del observatorio nacional de segu-
ridad vial, para lo cual deberá diseñar, implemen-
tar, mantener, actualizar la recopilación, el proce-
samiento, análisis e interpretación de los datos de 
seguridad vial;

d) Desarrollar y fomentar la investigación sobre 
las causas y circunstancias de los siniestros viales, 

-
ción y evaluación de políticas de seguridad vial;

e) Servir de órgano consultor del Gobierno 
Nacional y de los Gobiernos Locales para la ade-
cuada aplicación de las políticas, instrumentos y 
herramientas de seguridad vial dentro del marco 
del Plan Nacional y de los Planes Locales de Se-
guridad Vial;

f) Requerir la asistencia, colaboración y opi-
nión de organismos relacionados con la materia;

g) Coordinar, articular, promover y evaluar en 
el ámbito intersectorial la implementación y apli-
cación de las políticas contenidas en el Plan Na-
cional de Seguridad Vial y de los planes locales 
para el desarrollo de un tránsito seguro en todo el 
territorio nacional;

h) Apoyar a los Gobiernos Locales en el diseño, 
implemantación y evaluación de los Planes Loca-
les de Seguridad Vial;

i) Proponer al Gobierno Nacional tareas legisla-
tivas y normativas relativas al Código Nacional de 
Tránsito, los textos reglamentarios y los decretos 
relativos a la seguridad vial;

j) Frente a la Cooperación Internacional, re-
presentar al Gobierno Nacional en las diferentes, 
organizaciones, actividades y negociaciones in-
ternacionales relativas a la seguridad vial, cuando 
exista delegación expresa para ello;

k)
control de violaciones a las normas de tránsito y 
coordinar las acciones intersectoriales en este ám-
bito;

l) Evaluar y procesar la información que pro-
duzcan y administren las entidades públicas y 
particulares que ejerzan funciones públicas y/o de 
operadores de los sistemas de control de infraccio-
nes de tránsito para proponer la adopción de polí-

contribuyan a la seguridad vial;
m) Realizar recomendaciones a los distintos or-

ganismos vinculados a la problemática de la segu-
ridad vial en materia de equipamiento de vehícu-
los, infraestructura, señalización vial y cualquier 
otra que establezca la reglamentación;

n) Apoyar a los ministerios de Educación Na-
cional y Transporte en la formulación de la política 
de educación en materia de seguridad vial y de los 
mecanismos para su ejecución;

o) Apoyar al Ministerio de Transporte en la 
-

glas y condiciones para la formación académica y 
la realización de los exámenes teórico y práctico, 
que deberán cumplir los aspirantes a obtener una 
licencia de conducción;

p) Promover la realización de Auditorías de 
Seguridad Vial como requisito en el desarrollo de 
proyectos de infraestructura;

q) Realizar campañas de sensibilización en se-
guridad vial y coordinar su promoción con las au-
toridades a nivel nacional, regional y local; 

r) Rendir informes de gestión a las Comisiones 
Sexta del Congreso de la República, anualmente;

s) Las demás que le asigne la ley o que sean 
necesarias para el normal funcionamiento de la 
Agencia Nacional de Seguridad Vial –ANSV–. 

Organización y estructura de la Agencia 
Nacional de Seguridad Vial –ANSV–

Artículo 6º. Direcció . La dirección de la 
Agencia Nacional de Seguridad Vial –ANSV– 
estará a cargo de un Consejo Directivo y un Di-
rector General. 

Artículo 7º.  
El Consejo Directivo de la Agencia Nacional de 
Seguridad Vial –ANSV– estará integrado por los 
siguientes miembros:
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1. El Ministro de Transportes, quien lo presi-
dirá.

2. El Viceministro de Transporte.
3. El Viceministro de Infraestructura.
4. El Ministro de Justicia y del Derecho.
5. El Ministro de Hacienda y Crédito Público.
6. El Ministro de Salud.
7. El Ministro de Educación.
8. El Ministro de Interior.
9. El Ministro de Medio Ambiente y Desarrollo 

Sostenible.
10. El Director de Tránsito de la Policía Nacional.
11. Un representante de los Gobernadores del 

país.
12. Un representante de los alcaldes del país.
Parágrafo 1°. Los Ministros solo podrán dele-

gar en los Viceministros respectivos su represen-
tación en las reuniones del Consejo Directivo, a 
excepción del Viceministro de Transporte, quien 
será miembro permanente.

Parágrafo 2°. A las reuniones del Consejo Di-
rectivo asistirá, con voz pero sin voto, el Direc-
tor General de la Agencia Nacional de Seguridad 
Vial –ANSV–, quien actuará como Secretario del 
Consejo. 

Parágrafo 3°. A las reuniones del Consejo Di-
rectivo podrán concurrir otros servidores públicos 
que el Consejo Directivo o el Director General de-
terminen, cuando los temas a tratar lo requieran, 
participarán con voz pero sin voto. 

Parágrafo 4°. El Consejo Directivo se reunirá 
por lo menos una vez al mes, en la fecha que sea 
convocado por el Director General de la Agencia 
Nacional de Seguridad Vial, y podrá reunirse en 
forma extraordinaria, cuando sus miembros lo so-
liciten.

Artículo 8°. El Director 
General será funcionario de libre nombramiento y 
remoción, nombrado por el Presidente de la Repú-
blica y actuará como representante legal. 

Parágrafo 5°. El Director de la Agencia tendrá 
un suplente nombrado por el Presidente de la Re-
pública, que lo reemplazará en sus faltas acciden-
tales, temporales o absolutas.

Artículo 9º. 
. El Gobierno Nacional reglamentará 

las funciones del Consejo Directivo y del Director 
de la Agencia, así como los demás aspectos rela-
cionados con el funcionamiento y operación de la 
misma.

Artículo 10. . A partir de la entra-
da en vigencia de la presente ley, el Gobierno 
Nacional queda facultado por el término de ocho 
(8) meses para que expida los Actos Adminis-
trativos requeridos para implementar y poner en 
funcionamiento la Agencia Nacional de Seguri-
dad Vial.

Artículo 11. . La pre-
sente ley rige a partir de su promulgación y deroga 
todas las disposiciones que le sean contrarias.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
El artículo 24 de la Constitución Política ga-

rantiza a todo colombiano el derecho a circular 
libremente por el territorio nacional. En este senti-
do, transitar de manera segura, es un derecho que  
el Estado debe garantizar a sus ciudadanos, siendo 
inaceptable poner en riesgo la vida de un ser hu-
mano al realizar un desplazamiento, independien-
temente se trate de un peatón, pasajero o conductor. 

El sistema de transporte, por su complejidad 
y por su nivel de interacción en todos los aspec-
tos de la vida cotidiana se convierte en el agente 
más peligroso. En el mundo, según estimaciones 
de la Organización Mundial de la Salud hay más 
de 12 millones de fatalidades por siniestros viales 
y más de 50 millones de heridos (OMS, 2009). Y 
Colombia no ha escapado a esta tendencia crecien-
te, máxime cuando la economía muestra un cre-
cimiento sostenido, un mayor ingreso per cápita, 
una mayor capacidad de poder adquisitivo y una 
mayor concentración de población en las áreas ur-
banas. Teniendo en cuenta las tasas de motoriza-
ción, incluyendo automóviles y motocicletas, los 
siniestros viales se convierten hoy en un problema 
de salud pública. 

En Colombia los traumatismos ocasionados por 
accidentes de tránsito son un grave problema so-
cial y de salud pública que año tras año cobra mi-
les de víctimas, al punto que constituye la segunda 
causa de muerte violenta en el país, después de los 
homicidios. De hecho, las muertes derivadas de 
los accidentes de tránsito triplican las víctimas del 

La tendencia del fenómeno en los últimos seis 
años no ha sido favorable en términos netos, aun-
que las tasas de accidentes y fatalidades por 1.000 
habitantes y por 100.000 vehículos se han esta-
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bilizado. En promedio, 16 colombianos mueren 
diariamente como consecuencia de la inseguridad 
vial, pese a la demanda internacional que ha dado 
cuenta de una voluntad política expresada en ac-
ciones para dirimir esta situación, en Colombia no 
se han logrado acciones efectivas para disminuir 
esta problemática.

Asimismo, más del 50% de los eventos de 
accidentalidad ocurren en los municipios dife-
rentes a las capitales departamentales, resulta 
preocupante, si se tiene en cuenta que el parque 
automotor en esos municipios es inferior. En este 
sentido, mientras Antioquia, Valle del Cauca, Bo-
gotá y Cundinamarca muestran bajas en un punto 
porcentual de participación en el número de víc-
timas fatales, el resto de departamentos del país 
aumentó su participación a pesar de tener menor 

Así pues, nos encontramos frente a un proble-
ma de salud pública que requiere medidas urgen-
tes, concretas, articuladas, medibles, y controla-

los índices de morbimortalidad. 
Como cualquier pandemia, esta problemática 

debe ser atacada frontalmente y se debe disponer 
de los recursos necesarios para ello. No se trata 
exclusivamente de reducir el número de sinies-
tros viales. Por el contrario, la Política Pública de 
Seguridad Vial debe propender por una reducción 
en el número de muertos y lesionados a nivel na-
cional. 

Es por ello, que pretender dejar la responsabili-
dad de la Seguridad Vial exclusivamente en manos 
del gobierno central, es una equivocación, las auto-
ridades locales están en deuda con sus ciudadanos 
en la garantía del derecho a una movilidad segura 
y sostenible. Por lo tanto, se requiere el compromi-
so y la voluntad de los gobiernos locales, la cual se 
debe expresar en la adhesión a la Política Nacional 
de Seguridad Vial.

De hecho, la coyuntura actual es favorable para 
que Alcaldes y Gobernadores asuman la responsa-
bilidad de formular y poner en marcha sus planes 
locales de Seguridad Vial conforme al compromi-
so del Gobierno Nacional con la iniciativa de la 
ONU, enmarcada en la década de acción para la 

Plan Nacional de Desarrollo.
Frente a este contexto, el país no puede seguir 

empobreciéndose por cuenta de la violencia vial 
cuando se conocen las causas y las medidas para 
frenar su ocurrencia. En este sentido, Colombia se 
encuentra en mora de determinar los costos socio-
económicos sectoriales, derivados de esta proble-
mática, que constituye además un problema de 
orden ético. 

-
lo, la Comisión Sexta Constitucional Permanente 
del Senado de la República, ha realizado diferen-
tes debates de Control político, foros y audiencias 
públicas, donde se han escuchado a expertos, a las 

víctimas y a todos los actores. El 19 de octubre de 
2010, la Mesa Directiva del Senado de la Repú-
blica, mediante Resolución número 064, crea “LA 
COMISIÓN NO PERMANENTE DE SEGUI-
MIENTO A LA SEGURIDAD VIAL”, conforma-
da por 12 Senadores y encargada única y exclusi-
vamente de realizar el seguimiento a la seguridad 

legislativo, acciones tendientes a frenar y mitigar 

una estrategia que realmente disminuya y evite el 
número de muertes y lesionados por accidentes de 
tránsito en el país.

Por esta vía, el permanente estudio, análisis y 
seguimiento a la Seguridad vial realizado por la 
Comisión Accidental, ha arrojado los siguientes 
resultados: 

Por primera vez, se incluyó en el Plan Nacio-
nal de Desarrollo la Seguridad Vial como tema 
prioritario de Política Pública que debe trascen-
der de una Política de Gobierno a una Política de 
Estado. En las bases del PND se plantea evaluar 
la creación de una Agencia Líder para la Seguri-
dad Vial.

El consecuente diseño de un Plan Nacional 
de Seguridad Vial –PNSV–, como marco legal 
para la priorización de acciones coordinadas y 
dirigidas a establecer compromisos de TODOS 
LOS ACTORES VIALES, estrategias que obli-
gatoriamente necesitan una articulación local 
municipal y Departamental con los lineamientos 
Nacionales.

Además, para hacer efectiva la Institucionali-
dad requerida, la Comisión Accidental de Segui-
miento a la Seguridad Vial constata la necesidad 
de la creación de una entidad que establezca los ro-

como órgano coordinador y consultor técnico, que 
haga uso y manejo de la información y desarrolle 
la gestión de datos por medio de un Observatorio 
de Seguridad Vial.

Actualmente el Ministerio de Transporte a tra-
vés de la participación en la Comisión de Seguri-
dad Vial y en la Comisión Sexta del Senado, ha 
mostrado su permanente compromiso para encon-
trar soluciones reales a la problemática de la Inse-
guridad Vial, para ello está liderando la implemen-
tación del Plan Nacional de Seguridad Vial y la 
realización de los ajustes pertinentes al mismo, a 
través de la Mesa Técnica de Ajustes, coordinando 
las acciones de los distintos niveles de Gobierno, 
y apoyando la creación de la Agencia Nacional de 
Seguridad Vial –ANSV– y del Observatorio Na-
cional de Seguridad Vial. Este esquema servirá 
de soporte interinstitucional para la coordinación, 
ejecución, seguimiento y control de las políticas 
establecidas por el Gobierno Nacional, así como 
el fortalecimiento en la planeación y gestión de la 
seguridad vial en el país. 

La creación de la ANSV, ente articulador, pro-
piciará la sensibilización de las autoridades de los 
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entes territoriales en cuanto a sus responsabilida-
des frente a la elaboración y puesta en marcha de 
los planes locales de seguridad vial, bajo los crite-
rios establecidos por el Gobierno Nacional.

En este sentido, la seguridad vial debe ser abor-
dada desde una perspectiva intersectorial. Si bien 

a la transgresión generalizada de las normas de 
tránsito, los sectores de educación, salud y justicia 
tienen la potestad de cambiar el panorama en el 
largo plazo. 

De esta situación surge la necesidad para el Es-
tado colombiano de crear una agencia líder para la 
seguridad vial en el territorio colombiano, la cual 
tenga como objetivo el diseño de estrategias, pla-
nes y acciones dirigidos a garantizar el desarrollo 
y cumplimiento de la política nacional de seguri-

Ley 1450 de 2011 Plan Nacional de Desarrollo. 
Igualmente, la Contraloría General de la Re-

pública, se ha declarado a favor de la creación de 
una agencia líder para la dirección y gestión de las 
políticas de seguridad vial con el objetivo de redu-
cir el número de víctimas mortales y lesiones que 
provocan los accidentes de tránsito en el país.

Asimismo, la participación de la Sociedad Ci-
vil, representada a través de la Liga contra la Vio-
lencia Vial, ha sido decisiva en concientizar de la 
necesidad de que se asuma un compromiso con 
la seguridad vial de los colombianos. Además, su 
acompañamiento y asesoría permanente han per-
mitido conocer de fondo esta problemática y la tra-
gedia que viven las familias de las víctimas de la 
accidentalidad vial.

Visión de la seguridad vial desde  
la comunidad internacional

Las recomendaciones de organismos interna-
cionales como la Organización de las Naciones 
Unidas - ONU, orientan hacia la creación de un 

y un plan o estrategia nacional con metas mensu-
rables que permitan dar una respuesta sostenible al 
problema de la seguridad vial.

De la misma manera, el Informe Mundial sobre 
la Prevención de Siniestros de Tránsito, emitido 
por la Organización Mundial de la Salud - OMS, 
resalta de manera especial que: “Todo país nece-
sita una entidad líder en seguridad vial, con la au-
toridad y la responsabilidad de tomar decisiones, 
controlar recursos y coordinar esfuerzos de todos 
los sectores del gobierno, incluyendo los de salud, 
transporte, educación y la policía. Esta entidad 
debe contar con recursos adecuados para emplear-
los en implementar medidas de seguridad vial y 
debe rendir cuentas al público por sus acciones. 
La experiencia de una gran variedad de países de-
muestra que, sin importar la estructura organiza-
tiva, es importante que la entidad gubernamental 

con responsabilidades y roles de coordinación es-

A su vez, en su informe Objetivo Cero: Obje-
tivos ambiciosos para la Seguridad Vial y el En-
foque sobre un Sistema Seguro, la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económico 
– OCDE, ha manifestado que: “Todos los países 
deberían comprometerse a garantizar un sistema 

-
cular, a tratar de conseguir unos fuertes resultados 
a través de unos acuerdos de gestión instituciona-

-
cación de: una agencia principal; que el principal 
grupo de ministros y agencias gubernamentales 
estén implicados; sus papeles y responsabilida-
des; y los objetivos de rendimientos en términos 
de producciones institucionales y de resultados 

En este sentido, las Organizaciones Internacio-
nales están evidenciado que los países que mejores 

-
gelo son aquellos que han declarado la lucha con-
tra la inseguridad vial como una causa nacional y 
han puesto en marcha una política pública al más 
alto nivel de Gobierno.

Según datos de las Naciones Unidas en su do-
cumento Plan Mundial para el Decenio de Ac-
ción para la Seguridad Vial 2011-2020, cada año 
mueren cerca de 1,3 millones de personas debido 
a eventos relacionados con el tránsito –más de 
3000 fallecimientos diarios– y más de la mitad de 
ellas no viajaban en automóvil. Más de 20 millo-
nes de personas sufren traumatismos no mortales 
provocados por estos siniestros de tránsito y tales 
traumatismos constituyen una causa importante 
de discapacidad en todo el mundo. De las muertes 
por siniestros de tránsito el 90% ocurren en países 
de ingresos bajos y medianos, donde se encuentra 
menos de la mitad de los vehículos motorizados 
matriculados en todo el mundo. Entre las tres cau-
sas principales de muertes de personas de 5 a 44 
años se encuentran los traumatismos causados por 
el tránsito. Según las tendencias si no se toman las 

-
rán en la quinta causa mundial de muerte, con unos 
2,4 millones de fallecimientos anuales.

Además, los costos económicos y sociales de-
rivados de los siniestros de tránsito aumentan día 
tras día; el costo causado por estos siniestros son 
cerca del 1% del producto interno bruto en países 
de bajo ingreso y el 1.5% de países de ingreso me-
dio.1 En el caso colombiano este asciende al 3% 
del PIB según el PND.

No obstante, en países como Francia y Es-
paña, en los últimos 10 años lograron reducir 
vertiginosamente sus índices de morbimortalidad 
pese al incremento sostenido del parque automóvil 
incluyendo las dos ruedas motorizadas (ciclomo-
tores, motocicletas). Este último se ha convertido 
en un fenómeno mundial y Colombia no es la ex-
cepción. 
1 Informe Banco Mundial, Pamela COX, Madrid 2009.
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Evolución 2001-2010 del número de muertes 
ña, Francia  

y Colombia

Fuente: 5Th Road Safety PIN Report , European Transport Safety Cou-
ncil 2010. Junio de 2011.

Con respecto al caso colombiano, en promedio 
16 colombianos mueren diariamente como conse-
cuencia de los accidentes de tránsito sin que las 
acciones para evitar su ocurrencia sean efectivas. 
De hecho, las muertes y lesiones en siniestros de 
tránsito son la segunda causa de muerte violenta 
en el país; en el último decenio más de 63 mil 
colombianos murieron y cerca de medio millón 
han visto deteriorada su calidad de vida como 
consecuencia de una lesión permanente2.

Además, la circunstancia del hecho asociado al 
caso de los accidentes de tránsito muestra que, en 
las muertes, el desobedecer las normas de tránsito 
causó el mayor número de hechos (42%), segui-
do del exceso de velocidad (32%) y posibles fallas 
mecánicas (8%). En cuanto a las lesiones no fatales 
el desobedecer las normas de tránsito, el exceso de 
2 FORENSIS 2000-2010. Instituto Nacional de Medicina 

Legal y Ciencias Forenses (INMLCF).

velocidad y la embriaguez aparente, fueron las cau-
sas que originaron este tipo de lesiones con 64% , 
21% y 7% respectivamente3.

Por otra parte, frente a la infraestructura, el 
estado de las vías constituye un papel muy fun-
damental en la ocurrencia de las muertes en ac-
cidentes de tránsito, ya que el 83% de los acci-
dentes ocurrieron en vías que se encontraban en 
buen estado, 12% en vías de regular estado y 5% 
en vías en mal estado4. 

Es así, que en los últimos 6 años se han perdi-
do más de un millón de años de vida de los cua-
les el 78% corresponden a la población masculina. 
548 mil años de vida de jóvenes entre los 18 y 34 
años y cerca de 129 mil años de vida de niños 
entre los 0 y 14 años5. El costo de estas muertes 
representa el 4.5% del PIB. Para el año 2009 las 
incapacidades médico legales que generaron los 
lesionados por siniestros de tránsito en el país 
equivale a más de un millón de días6.

Frente al número de lesionados en accidentes 
viales, en los últimos seis años el balance es desfa-
vorable. No hay evidencia de progreso en la reduc-
ción del número de lesionados.

Así mismo, la gravedad de la morbilidad por 
eventos relacionados con el tránsito en estos 6 
años evidencia los 285 mil años de vida saludables 
perdidos y se desconoce la valoración socioeconó-
mica derivado de estos eventos.

En lo referente a los actores de la vía, Colom-
bia no es ajena al reto mundial en el que se han 
convertido las motocicletas; mientras en el 2005 
el usuario más vulnerable era el peatón, tan sólo 
a la vuelta de 3 años los motociclistas ya supe-
raban las muertes de estos. Ya desde entonces 
se avistaba el problema sin que las medidas para 
3 Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Foren-

ses. “Forensis 2011 Datos para la Vida”. Página 281.
4 Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Foren-

ses. “Forensis 2011 Datos para la Vida”. Página 281.
5 FORENSIS 2005 a 2010. Instituto Nacional de Medicina 

Legal y Ciencias Forenses (INMLCF).
6 Doctora Luz Janeth Forero, Directora INMLCF, IV Se-

minario Internacional de Seguridad Vial - Bogotá 2009.
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frenar su ocurrencia fueran evaluadas y/o puestas 
en marcha. En consecuencia, se evidencia una ten-
dencia creciente y vertiginosa, en esta población 
en particular que representa el 6.6%7del total de 
habitantes del país.

Los indicadores de morbimortalidad por actor 
vial sitúan a los motociclistas como la población 
de mayor vulnerabilidad con un crecimiento ace-
lerado para las víctimas fatales y para los lesiona-
dos, seguido por los peatones donde el indicador 
es prácticamente constante sin que se muestre 
una tendencia a la mejora. Se evidencia un incre-
mento sostenido y constante en los indicadores 
para conductores inferior al de los motociclistas. 
Los indicadores restan constantes para los pasa-
jeros y exhiben una disminución sostenida para 
los ciclistas.

Frente a las lesiones, los motociclistas son el 
grupo más vulnerable. La tendencia entre 2005 y 
2008 fue un marcado incremento en la morbilidad. 
Los años 2007, 2009 y 2010 tienen un número de 
casos similar entre sí que marca la ausencia de 
efectividad en las medidas destinadas a la pro-
tección de la seguridad de estos protagonistas de 
la vía. Sólo el grupo de ciclistas parece ir por el 
“buen camino” en la reducción de la morbilidad.

A nivel nacional, la ocurrencia de los eventos 
es mayoritariamente en zonas urbanas.
7 Población según DANE 45.659.709, Parque automóvil 

de 2 ruedas motorizadas 3.030.317 Registro Único Na-
cional de Tránsito, RUNT.

Las ciudades que concentran mayor número 
de víctimas son Bogotá, Medellín y Cali, no obs-
tante, en valores relativos la tasa por cada cien 
mil habitantes para estas ciudades que concentran 

inferior respecto de ciudades que tienen menores 
-

lores absolutos y relativos la situación de Cali es 
preocupante. Aun cuando en valores absolutos la 
participación de ciudades intermedias como Nei-
va, Villavicencio, Valledupar, Cúcuta, Manizales, 
Ibagué, Santa Marta, Pereira, Armenia, Bucara-
manga, Pasto y Popayán es inferior a un centenar 
de víctimas, contrasta con tasas elevadas incluso 
por encima del promedio nacional o con ciudades 
como Bogotá y Medellín que tienen un mayor 

-
ción al riesgo. La evolución sostenida y favorable 
de Barranquilla, Cartagena y Puerto Carreño debe-
ría ser objeto de estudio. 

La diagnosis presentada anteriormente corres-
ponde a las cifras consolidadas por el Instituto Na-
cional de Medicina Legal mediante la estadística 
directa, y algo de estadística indirecta que reportan 
algunos centros de salud. Sin embargo, haciendo 
un análisis de las cifras consolidadas en la tota-
lidad del territorio nacional por el Departamento 
Nacional de Estadística – DANE, vemos como la 

Ahora bien, pese a que actualmente los costos 
de implementación de las medidas impactan los 
sectores relacionados directamente con el trans-
porte y la infraestructura vial, el sector de la salud 
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es quien soporta los costos derivados de la ausen-

De hecho, en Colombia el problema de la si-
niestralidad vial ha sido abordado exclusivamente 
desde la óptica del Ministerio de Transportes y de 
los organismos de tránsito. Sin embargo, la sinies-
tralidad vial es un problema de responsabilidad 
compartida entre el Estado y la sociedad civil8. 
No obstante, las muertes y lesiones en siniestros 
de tránsito se pueden evitar. Así pues, la Política 
de Seguridad Vial debe integrar, además del sector 
del transporte, el de educación, salud y el sistema 
de justicia.

8  Informe Mundial de Accidentes de Tránsito.

SENADO DE LA REPÚBLICA
SECRETARÍA GENERAL

Tramitación Leyes
Bogotá, D. C., 20 de noviembre de 2012
Señor Presidente:

-
to de ley número 166 de 2012 Senado, por la cual 

me permito pasar a 
su Despacho el expediente de la mencionada ini-
ciativa que fue presentada en el día de hoy ante 
Secretaría General por la Ministra de Transporte, 
doctora  y coautores: 
honorables Senadores 

 y Representante a la Cámara -
y otros. La materia de que trata el menciona-

do proyecto de ley es competencia de la Comisión 
Sexta Constitucional Permanente, de conformidad 
con las disposiciones reglamentarias y de ley.

El Secretario General,

PRESIDENCIA DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 20 de noviembre de 2012
De conformidad con el informe de Secretaría 

General, dese por repartido el proyecto de ley de 
la referencia a la Comisión Sexta Constitucional y 
envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional 

.
Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la Re-

pública,

El Secretario General del honorable Senado de 
la República,
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